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           PEREIRA - RISARALDA




Demandante: María Elvia García Pineda.


Demandado: Instituto de Seguros Sociales. 



---------------------------------------------------------------



MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Ris., febrero cinco [05] de dos mil nueve [2.009]. 






Acta Nº 005 de febrero 05 de 2009.
Cuando son las diez de la mañana [10:00 a.m.] de esta fecha, los magistrados que integran la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal, en asocio de su Secretaria, se constituyen en audiencia pública para conocer, por vía de apelación, la sentencia de 22 de octubre de 2.008, proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario propuesto por María Elvia García Pineda contra el Instituto de Seguros Sociales.

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a la siguiente,




SENTENCIA
Demanda la actora que se declare que el Instituto de Seguros Sociales es responsable del pago de la pensión de sobrevivientes a partir del 31 de diciembre de 1999, fecha en que ocurrió el deceso del señor Alfonso López Montes, a favor de ella en calidad de compañera permanente del fallecido y de sus hijos Yuliana y Carlos Eduardo López García, , intereses moratorios y costas del proceso.

Apoya sus pretensiones en los siguientes, 



1. HECHOS DE LA DEMANDA
El señor Alfonso López Montes nació el 23 de septiembre de 1933, por lo cual ya tenía 40 años de edad, cuando entró a regir la Ley 100 de 1993, al 31 de diciembre de 1999, fecha de su deceso, le era aplicable el régimen de transición de la Ley 100 de 1993; durante su vida y hasta el día de su muerte convivió por veinte años con la señora María Elvia García Pineda, de cuya unión nacieron dos hijos; en el año 1998 el señor López Montes tramitó ante el ISS pensión de vejez, la que le fue negada; posteriormente y dado su estado de invalidez del 68%, solicitó la pensión respectiva que igualmente le fue negada, en ese momento acreditaba el número de semanas cotizadas suficientes para acceder a la prestación bajo el régimen establecido por el Decreto 758 de 1990. Después del fallecimiento de su compañero la demandante tramitó ante el ISS, Seccional Caldas la pensión de sobrevivientes, sin respuesta alguna. El 09 de febrero de 2007 solicitó el traslado del expediente a la Seccional Risaralda, luego el 07 de marzo de ese mismo año solicito ante esta Seccional la reactivación del expediente y nuevamente el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, pero el Seguro Social ha guardado silencio al respecto, por lo que debe entenderse agotada la reclamación administrativa.


2. ACTUACIÓN Y CONTESTACIÓN


El Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, por decisión de 02 de mayo de 2007, admitió el libelo introductorio [fl. 27] y dispuso correrle traslado al demandado quien oportunamente dio respuesta a la demanda [fls. 29 y s.s.], admitiendo las peticiones elevadas por el señor Alfonso López Montes para el reconocimiento de las pensiones de vejez e invalidez, el número de semanas cotizadas al momento de la segunda reclamación, las gestiones realizadas por la demandante luego del fallecimiento de su compañero permanente tendientes al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes y el traslado del expediente de la Seccional Caldas a la de Risaralda, así como el agotamiento de la reclamación administrativa; respecto de los demás hechos manifestó que no le constaban o le eran ajenos. Excepcionó “Prescripción”, “Inexistencia de las obligaciones demandadas”, “Cobro de lo no debido” y “Buena Fe”.
Fracasó la audiencia de conciliación ante la falta de ánimo conciliatorio de la entidad demandada [fl. 38], se dio traslado de las excepciones, no hubo medidas de saneamiento qué definir, se fijó el litigio y en la primera de trámite se decretaron las pruebas pedidas por las partes, las que se evacuaron en las etapas siguientes.  



3. JUZGAMIENTO
La señora Jueza profirió sentencia [fls. 70 y s.s] negando las pretensiones de la demanda y condenando al demandante al pago de las costas del proceso. Consideró para ello que no se cumplieron los presupuestos de la Ley 100 de 1993, con sus modificaciones y que, aún cuando las cotizaciones efectuadas por el actor superaron las 150 semanas durante los 6 años anteriores a la estructuración de la invalidez, tales aportes no se realizaron en vigencia del Acuerdo 049 de 1.990, de tal manera que ni siquiera por favorabilidad, dice la Juzgadora, puede accederse a las pretensiones de la demanda.
Se surtió en esta instancia el trámite legal previsto en el artículo 40 de la Ley 712 de 2.001, dando a las partes término común para presentar sus alegaciones y solicitar pruebas, lapso durante el cual guardaron silencio. La actuación carece de irregularidad sustancial alguna que la haga retrotraer y por ello se procede a revisar lo decidido. Para el efecto,



4. APELACIÓN
Inconforme la parte actora presentó recurso de apelación contra la providencia calendada 22 de octubre de 2008, argumentando que contrario a lo sostenido en la providencia atacada, sí acreditó con suficiencia que satisfizo las 300 semanas con anterioridad al 1° de abril de 1994 para acceder a la pensión de sobrevivientes, ello en aplicación al principio de la condición más beneficiosa, que permite la aplicación del Acuerdo 049 de 1990, por lo que solicita despachar favorablemente las pretensiones incoadas en el libelo de la demanda.


5. CONSIDERA LA SALA
Es incontrovertible y así fue admitido por la parte demandada al contestar la demanda, que el señor Alfonso López Montes, para el 01 de abril de 1994 contaba con mas de 40 años de edad y que tramitó ante el Instituto de Seguros Sociales pensión de vejez, la que le fue negada en el año 1998 y que dado su estado de invalidez tramitó pensión de invalidez obteniendo un 68% de pérdida de capacidad laboral, la que igualmente fue negada; que para la fecha de fallecimiento el señor López Montes acreditaba 351 semanas cotizadas; que la demandante solicito el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes sin obtener respuesta alguna y que solicitó el traslado del expediente de la Seccional Caldas a la Seccional Risaralda.
El problema jurídico planteado descansa en el hecho de determinar cuál es la norma legal que rige la situación particular del fallecido Alfonso López Montes y si éste logró o no consolidar los requisitos legales exigidos para que los demandantes accedan a la pensión de sobrevivientes. 

Según manifestación de la parte actora el señor Alfonso López Montes, falleció el 31 de diciembre de 1999, por lo tanto la legislación vigente es la Ley 100 de 1993, sin las modificaciones impartidas por la 797 de 2003.
El artículo el artículo 46 original de la Ley 100 de 1993, establece: 
ARTICULO 46. 
Requisitos para obtener la Pensión de Sobrevivientes.   Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez, o invalidez por riesgo común, que fallezca, y 

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado que fallezca, siempre que éste hubiere cumplido alguno de los siguientes requisitos: 

a) Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas al momento de la muerte. 

b) Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca la muerte. (negrillas fuera del original).
Según el extracto de historia laboral del señor Alfonso López Montes, visible a folios 63 y s.s., entre el 14 de septiembre de 1989 y el 31 de diciembre de 1994, cotizó un total de 190,1429 semanas; de igual reporte se evidencia que entre enero de 1995 y mayo de 1998, cotizó un total de 142,2857 semanas, para un total de 332,4286 semanas cotizadas durante toda su vida laboral.
Ahora bien, como el señor Alfonso López Montes, al momento de su muerte no se hallaba cotizando al sistema general de seguridad social en pensiones, pues como se expresó precedentemente sólo cotizó hasta el mes de mayo de 1998 y la muerte ocurrió el 31 de diciembre de 1999, debe aplicarse el literal b) de la norma transcrita, pero entre el 31 de diciembre de 1999 y el 31 de diciembre de 1998, el fallecido no cotizó ni una sola semana, por lo que los requisitos allí expuestos no se cumplen.   
Visto que no adquiere el derecho en vigencia de la Ley 100 de 1993, debe acudirse, por vía de la condición más beneficiosa, que no por favorabilidad, al examen de las condiciones exigidas en la norma anterior, esto es, el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de ese año. Para ello valga el siguiente preludio acerca del tema de la condición más beneficiosa:
Esta Corporación en otros casos diversos al que actualmente es motivo de estudio, estuvo manteniendo un criterio que en varias oportunidades fue reiterado[
], mismo que reflejaba la posición minoritaria de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en apego al principio de la independencia de los jueces y acudiendo a principios de rango supralegal para dar aplicación a normas anteriores a las que rige el reconocimiento de beneficios pensionales, aplicando en esos casos concretos el Decreto 758 de 1.990 a quien aduce haber cotizado las semanas necesarias, a pesar de encontrarse vigente la Ley 100 de 1.993. El 20 de mayo de 2.005 dentro de un debate procesal similar[
], tal modo de pensar, después de varias sesiones de estudio mesurado del tema a las que hubo lugar, se llegó a la conclusión que era necesario rectificar dicho criterio en la forma en que estaba orientado en aras de una adecuada administración de justicia acorde con la interpretación debida de las normas legales y constitucionales que rigen la materia y propugnando por una unidad jurisprudencial que diera seguridad jurídica a los administrados; se hizo por este Tribunal un análisis cronológico jurisprudencial del tema[
] y se tuvo como cierto que lo enseñado por la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia no admitía discusión, convenciéndonos sus argumentos, a pesar de que se estuvo sosteniendo por esta Sala el criterio anterior de la misma Corporación que tenía sus raíces en los conceptos de la condición más beneficiosa que, repasado su contenido, no tiene aplicación en tratándose de pensiones por invalidez; en cambio sí, para pensiones por vejez o de sobrevivientes.

No obstante todo lo anterior, la misma Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia radicada 24.280 del 5 de julio de 2.005, donde fungió como ponente el Magistrado Camilo Tarquino Gallego, varió mayoritariamente el criterio sobre el tema, advirtiendo lo siguiente:

“...Para los fines del recurso, interesa resaltar los supuestos fácticos indiscutidos en el proceso y que sirven de base a la decisión que se adopta. Ellos son: que la demandante sufrió una disminución de su capacidad para laborar del 51.20%, desde el 21 de febrero de 2000; y que cotizó en total 971 semanas con antelación a esa fecha de estructuración de la invalidez, aunque sin ninguna corresponder al año inmediatamente anterior.

 

El Tribunal exigió el cumplimiento de las cotizaciones al ISS, en la proporción señalada por el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, en tanto que la censura argumenta que tal, requisito contraviene los principios de la seguridad social.

 

...Y entendido el derecho a la seguridad social, dentro de esa especial categoría, sobre los principios que lo inspiran, vale decir, la eficiencia, la integralidad, la universalidad, y la solidaridad, es indudable que no podría truncársele a una persona el derecho a pensionarse, como en este caso, si ha cumplido aportaciones suficientes para acceder a él, bajo un régimen como el del Acuerdo 049 de 1990, porque, en perspectiva de la finalidad de protección y asistencia de la población, con el cubrimiento de los distintos riesgos o infortunios, no resultaría viable vedar el campo de aplicación de dicha normativa, con el pretexto de que la nueva ley, sin tener en cuenta aquella finalidad y cotizaciones, exige que se aporten por lo menos 26 semanas anteriores a la invalidez (si se trata de un cotizante), o, contabilizadas en el año anterior al suceso, así no se encuentre cotizando, o se halle desafiliado. Desde luego que no se desconoce el efecto general inmediato de las normas laborales, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 16 del C, S. del T. Lo que ocurre es que en eventos como el analizado, se debe tener en cuenta que para acceder a la pensión de invalidez, así como a la causada por muerte, no resulta válido considerar  como único parámetro para determinar si existe o no el derecho correspondiente, la fecha del respectivo acontecimiento (incapacidad para laborar o deceso); es necesario adicionalmente observar el conjunto de postulados y la naturaleza misma del derecho a la seguridad social, con miras a lograr el amparo y  la  asistencia   propuestos constitucionalmente, y a los cuales se arriba con la puesta en vigor de las instituciones legalmente previstas.

 

Resultaría el sistema ineficaz, sin sentido práctico y dinámico además, si se negara el derecho pensional a quien estuvo o está afiliado a la seguridad social, y cumplió con un número de aportaciones tan suficiente -971- que, de no haber variado la normatividad, se repite, para disminuir la densidad de cotizaciones, con inmediatez al año anterior al infortunio, hubiera obtenido el derecho pensional sin reparo alguno. De suerte que no resulta acorde con la lógica, ni conforme con los ordenamientos constitucionales y legales, que una modificación como la introducida por la Ley 100 de 1993, desconozca aquellas cotizaciones, y le impida procurarse su subsistencia y, posiblemente, la de su grupo familiar, a través de la pensión, pues ello contrariaría los principios del régimen antes anotados, que le permiten, a quien ha padecido una novedad hacerle frente, mediante el acceso a la pensión, como consecuencia de los aportes válidamente realizados antes de su acaecimiento.

 

Es indudable que el propósito del artículo 39 de la Ley 100 de 1993 fue hacer más sencillo el reconocimiento de la pensión de invalidez, frente a las disposiciones anteriores a su vigencia que regulaban el tema.

 

Efectivamente dentro del antiguo régimen era indispensable para pensionarse haber cotizado como mínimo 150 semanas dentro de los 6 años anteriores al advenimiento de la invalidez o un mínimo de 300 semanas en cualquier tiempo, mientras que en el nuevo régimen basta estar cotizando y haber completado 26 semanas en el momento de invalidarse o las mismas 26 semanas dentro del año inmediatamente anterior a ese insuceso para conseguir el mismo resultado.

 

Pero sería una paradoja jurídica entender que quien había cotizado dentro del régimen anterior con abundancia de semanas, como acontece con la actual demandante, quede privada de la pensión por falta de las 26 semanas exigidas en el nuevo régimen, ya que de antemano tenía consolidado un amparo para sobrellevar la invalidez dentro del régimen antiguo, amparo éste que ni los principios constitucionales tutelares del trabajo humano ni la Justicia y la equidad permiten desconocer. Más aun cuando la entidad obligada a reconocer la pensión de invalidez ya lo estaba dentro del antiguo régimen, sin que ahora pueda escudarse en el nuevo, para abstenerse de cumplir ese deber jurídico que de antemano ya pesaba sobre tal entidad.             

 

Aún cuando pudiera argumentarse que la ausencia legal de un régimen de transición frente a la pensión de invalidez, como sí lo tiene la de vejez, impide tener en cuenta las cotizaciones pagadas suficientemente por quien no aportó el mínimo de 26 semanas requerido en el mencionado artículo 39 de la Ley 100 de 1993, cabe decir que la situación es distinta en uno u otro caso, porque en la de vejez es viable para el legislador considerar la mayor o menor aproximación a la edad y al total de cotizaciones exigidas bajo un régimen, para determinar el grupo de la población que eventualmente puede acceder a esa prestación (por el transcurso del tiempo - hecho determinable -, ya para completar cierta edad, o, para sumar un período de cotizaciones); mientras que en la de invalidez, obedece a contingencias improbables de predecir, y por ende, no regulables por un régimen de transición.

 

Desde la anterior perspectiva, la invalidez simplemente llega, y ese hecho impide, a quien la padece en más del 50% (proporción establecida legalmente, igual en el Acuerdo 049 de 1990, que en la Ley 100 de 1993), laborar y procurarse un modo de subsistencia, de forma que el sistema no puede dejar de prestarle la asistencia debida, teniendo en cuenta las cotizaciones antecedentes a ese estado, las cuales, sin lugar a duda, deben tener un objetivo práctico, tendiente a no dejar desamparado a quien aportó al régimen, así que posteriormente, al cumplir la edad para una eventual pensión por vejez, de esta no puede despojársele, pero mientras ello sucede, no debe quedarse sin defensa, por la ineficacia, que pretende la demandada, se le dé a las citadas aportaciones, que finalmente contribuyeron a la consecución de la prestación, por vejez, por invalidez o por muerte...”. 

Y no empece que dicho pronunciamiento se hizo con la intervención de un conjuez, posterior a él, también mayoritariamente –con un solo Salvamento de Voto[
]-, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia 24.242 del 25 de julio de 2.005, siendo Magistrado Ponente el Dr. Gustavo José Gnecco Mendoza, confirmó la anterior posición, así:

“Conviene precisar que el Tribunal, para confirmar la condena fulminada por el a quo respecto de la pensión de invalidez a cargo del Instituto de Seguros Sociales y en favor del señor Luís Enrique Bobadilla Hernández, acogió algunos pronunciamientos de esta Sala de la Corte Suprema de Justicia, entre ellos el del 19 de julio de 2001, radicación 15760, que transcribió, por considerar que el actor tiene más que satisfechas las 300 semanas de cotizaciones en cualquier época anterior a la estructuración de su estado de invalidez, exigidas por el artículo 6º del Acuerdo 049 de 1990, dado que no halló incompatibilidad entre el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990 y el 36 de la Ley 100 de 1993, criterio que comparte con el Tribunal de Medellín, cuya sentencia del 3 de octubre de 2003, reprodujo textualmente.

 

El recurrente invoca como soporte de su acusación la sentencia de casación proferida el 26 de febrero de 2003, radicación 19019. 

 

Pero acontece que el criterio de ese pronunciamiento mayoritario de la Corporación sobre el derecho a la pensión de invalidez cuando no se tienen 26 semanas cotizadas durante el último año inmediatamente anterior a la estructuración de ese estado de incapacidad laboral, pero se ha acreditado un número de semanas superior a las exigidas en la normatividad anterior en vigencia de ésta, ha sido  rectificado recientemente por la mayoría de la Sala de Casación Laboral en proveído del 5 de julio de 2005, radicación 24280.
 

El actual criterio mayoritario reafirma que pese a no existir un régimen de transición respecto de la pensión de invalidez resulta inadmisible aceptar que el asegurado que ha sufragado abundante número de semanas en vigencia de la normatividad anterior, que le permitirían al amparo de ella obtener la prestación por invalidez, como sucede con el demandante, quede privado de la prestación por no haber cotizado las 26 semanas requeridas en el nuevo régimen, pese a que dentro del antiguo tenía consolidado el amparo, que no puede ser desconocido...”.
Para este Tribunal resultó imperioso rectificar de nuevo el criterio que fue expuesto en la providencia de 20 de mayo de 2005, Acta 060[
] para regresar a un anterior modo de pensar que venía sosteniendo en aras de seguir propugnando por una adecuada administración de justicia y la unidad jurisprudencial que dé seguridad jurídica a los administrados, acogiendo el nuevo criterio mayoritario esbozado por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en las sentencias que se citaron anteriormente y como se hizo constar en las sentencias de octubre 14 de 2.005, acta número 138[
] y noviembre 25 de 2.005, acta 162[
], en aplicación de la condición más beneficiosa que está enclavada en el artículo 53 de la Carta Política que entra a convencer más que aquellas consideraciones de que no hay establecido régimen de transición para pensiones de invalidez.
Regresando al asunto sometido a estudio de esta Corporación, entonces, el artículo 25 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de ese año, establece como presupuestos para obtener la pensión de sobrevivientes, cuando se trate de muerte de origen no profesional, que a la fecha del fallecimiento, el asegurado haya reunido el número y densidad de cotizaciones que se exigen para adquirir el derecho a la pensión de invalidez por riesgo común; por su parte el artículo 6° del referido Decreto exige que el afiliado haya cotizado ciento cincuenta (150) semanas dentro de los seis (6) años anteriores a la fecha del estado de invalidez o trescientas (300) semanas en cualquier época. Pero, para la efectividad de dicho tiempo de cotizaciones se hace imperioso que las mismas lo sean en vigencia del aludido Acuerdo 049 de 1990, esto es, desde el 18 de abril de 1990 cuando entró a regir el Decreto 758 de 1990 [D.O. 39.303 de 18 de abril de 1990] al 01 de abril de 1994, fecha en que entró a regir el sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993 [art.151]. Pues bien, en ese lapso, según el documento visible a folio 64 del expediente, (resumen días pagados por salario) y mas exactamente entre el 14 de septiembre de 1989 y el 31 de marzo de 1994, sumando los días efectivamente pagados en ese periodo arroja un total de 1056 días, esto es, 150, 8571 semanas; de manera que no se cumplen, ni en la Ley 100 de 1993, ni en la disposición anterior, los presupuestos normativos para acceder a la pensión de sobrevivientes deprecada.     
Tampoco se probó que cotizara ciento cincuenta semanas durante los seis años anteriores a la estructuración del estado de invalidez.

Para finalizar es importante traer a colación el siguiente extracto jurisprudencial: 

“No se controvierte en el presente proceso que Luis Alberto Álvarez López, estuvo afiliado al I.S.S., habiéndole cotizado durante toda su vida laboral 360 semanas para los riesgos de IVM, que falleció el 23 de agosto de 2000, que dicha entidad mediante la Resolución 007271 de 2001 le negó a la parte demandante la pensión de sobrevivientes, por cuanto el asegurado para el momento de la muerte no estaba cotizando al sistema, y de las semanas aportadas, entre ellas algunas en vigencia de la Ley 100 de 1993, no tenía ninguna sufragada en su último año de vida.

Como pudo verse, la inconformidad de la parte recurrente radica en que el sentenciador de segunda instancia restringió el alcance de los artículos 6 y 25 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, al considerar que para dar aplicación al principio constitucional de la condición más beneficiosa, el citado señor debía haber cotizado al I.S.S. para los riesgos de IVM, un mínimo 150 semanas dentro de los 6 años anteriores a su muerte, cuando ese requisito, siguiendo los lineamientos de esta Sala, según la censura, debe entenderse cumplido entre el 1° de abril de 1988 y el mismo día y mes de 1994, es decir dentro de los seis años anteriores a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993; condición ésta última que se cumplía en el presente caso, al haber cotizado 173 semanas, dentro de este último período.


Bajo los anteriores supuestos, debe decirse que no tiene razón el recurrente, en cuanto afirma que las cotizaciones efectuadas por el afiliado Álvarez López, dentro de los 6 años anteriores a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, pese a ser 173, sean suficientes para que los beneficiarios de éste puedan acceder a la pensión de sobrevivientes en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, pues según el criterio actual de esta Sala, que en esta oportunidad se mantendrá, para ello, el afiliado que fallece en vigencia de la citada ley, también debe dejar cotizadas 150 semanas dentro de los 6 años anteriores a su muerte, en el entendido de que ésta ocurriere antes del 1° de abril de 2000, que no es el caso que nos ocupa, pues éste murió el 23 de agosto de 2000. Verbigracia, en sentencia del 12 de febrero de 2007, radicación 29620, que rememora la del 4 de diciembre de 2006, radicado 28893, se dijo;

"De otro lado, no tiene razón el recurrente, en cuanto afirma que las cotizaciones efectuadas por el afiliado Osorio Carmena, dentro de los 6 años anteriores a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, pese a ser 158.94, según sus cuentas, o 158.8571 como se constató en los documentos visibles a folios 9 a 11 del cuaderno principal, sean suficientes para que los beneficiarios de éste puedan acceder a la pensión de sobrevivientes, en aplicación del principio de la condición mas beneficiosa, pues según recientes pronunciamientos de esta Sala, para ello, el afiliado que fallece en vigencia de la citada ley, también debe dejar cotizadas 150 semanas dentro de los 6 años anteriores a su muerte, en el entendido de que ésta ocurriere antes del 1° de abril de 2000, que no es el caso que nos ocupa, pues el afiliado murió el 11 de octubre de 2001. La doctrina que se anota se plasmó, en sentencia del 4 de diciembre de 2006, radicación 28893, en la cual se precisó:

"En sede de instancia además de lo dicho con ocasión del recurso extraordinario, es de anotar que según se observa a los folios 69 y 70, el afiliado fallecido durante su vida laboral cotizó al Instituto de Seguros Sociales, un total de 390,57 semanas.

Ahora bien, resulta menester precisar si el causante Héctor Velásquez, cumplió con los requisitos previstos en la legislación anterior a la vigencia de la Ley 100 de 1993, para que sus beneficiarios puedan acceder a la pensión de sobrevivientes implorada, esto es, las 150 ó 300 semanas cotizadas de que tratan los artículos 6 y 25 del Acuerdo 049 de 1990

Bajo esta órbita es pertinente acotar, que en lo concerniente a las dos hipótesis que contiene la citada normatividad que antecede a la nueva ley de seguridad social, esta Corporación en múltiples ocasiones ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre la primera que tiene que ver con las 300 semanas cotizadas en cualquier tiempo, y al respecto ha adoctrinado que en ese número deben estar satisfechas para el momento en que empezó a regir la Ley 100 de 1993, y como quedó visto en sede de casación sin considerar las semanas posteriores al 1 ° de abril de 1994

En cambio frente al segundo supuesto de la norma, relativo a una densidad de semanas aportadas al ISS equivalente a 150 "dentro de los seis años anteriores a la muerte del afiliado", recientemente se fijó el criterio consistente en que este requisito para efectos de la aplicación de la condición más beneficiosa cuando el deceso acontece en imperio de la Ley 100 de 1993, se debe entender cumplido contabilizando esos seis años pero desde el 1° de abril de 1994 hacía atrás, es decir remontándose en el tiempo hasta el 1° de abril de 1988; pero adicionalmente es menester que el asegurado también tenga en su haber esa misma densidad de semanas (150) en los seis años que anteceden al fallecimiento, y para el lleno de este último presupuesto al producirse la muerte después del 'lo de abril de 1994, sólo en este caso será posible sumar o computar las semanas con posterioridad a la entrada en vigencia de la nueva ley de seguridad social para completar esas últimas 150 semanas, según se dejó sentado en casación del 26 septiembre de 2006 radicado 29042,....

De acuerdo con dichas directrices recién fijadas, se observa en el sub lite que el causante generó cotizaciones en el régimen del ISS, antes como después del 1° de abril de 1994, conforme se colige de los reportes o novedades de semanas cotizadas obrantes a folios 13 a 115 y 69 a 70, del cuaderno del Juzgado, por un total de 390 semanas como lo asentó el ISS en la Resolución no 023930 de 2002 mediante la cual se negó el reconocimiento pensional (fl. 10).

De esas 390 semanas aportadas durante la vida laboral del afinado fallecido, 234,1429 lo fueron antes de la entrada en vigor de la Ley 100 de 1993, lo cual significa que el causante no alcanzó a tener 300 semanas aportadas en cualquier época antes de la Ley 100 del 1993.

Y aunque si cotizó 150 semanas en los seis años anteriores a la entrada en vigencia de la ley de seguridad social que abarca como se dijo hasta el 1° de abril de 1988, no satisface el otro requisito de reunir las 150 semanas en los seis años que anteceden a la fecha de la muerte, bajo el entendido de que este período no puede extenderse más allá del sexto año de vigencia de la Ley 100 de 1993, precisión que se ha de hacer para quienes, como en el sub lite fallecen después del 31 de marzo de 2000; de esta manera en el lapso transcurrido entre ésta fecha y el 1 de abril de 1994, según se demuestra con la Historia de los ingresos Bases de Liquidación del lSS (fls. 69 y 70) y con la documental de folios 113 a 155, el de cujus sólo cotizó 972 días que equivalen a 138,85 semanas.". (Resalta la Sala)

Así las cosas, de acuerdo a lo que aparece demostrado en el proceso, el causante no satisfizo ninguna de las hipótesis del artículo 25 del Acuerdo 049 de 1990, en armonía con el 6° ibídem, para dejar causado el derecho a la pensión de sobrevivientes con base en las exigencias de ese ordenamiento, es decir como mínimo 300 semanas en cualquier época, antes de la vigencia de la Ley 100 de 1993, ni las 150 semanas tomando los parámetros explicados, en el sentido de que se debe tener este último número de semanas cotizadas tanto en los 6 años anteriores a la vigencia de la Ley 100 de 1993, como la misma cantidad dentro de los 6 años que anteceden al fallecimiento, auque éste ocurra después de regir la citada ley, pero se reitera, tal hecho debe acaecer antes del 6° año de vigencia de la nueva ley de seguridad social, para el caso, el 1° de abril de 2000; y por consiguiente en este asunto en particular no tiene aplicación el principio legal y constitucional de la condición más beneficiosa.” (Sentencia del 6 de junio de 2007.  Corte Suprema De Justicia, Sala De Casación Laboral. M.P. Dr. LUÍS JAVIER OSORIO LÓPEZ. Radicación No 30378.
Por lo hasta aquí expuesto se confirmará la sentencia recurrida. Confirmación que incluye la condena en costas, conforme al artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1.989 y 42 de la Ley 794 de 2.003. Costas en esta Sede no se causaron.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia motivo de consulta. Costas en esta Sede no se causaron.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.



Los Magistrados,





ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
(Impedido)




LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO





Secretaria.  
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